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Licenciado
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx
Presente
Me refiero a su solicitud formulada a la Unidad de Acceso a la Información Pública de la Superintendencia del Sistema Financiero –en adelante SSF-, en fecha 27 de enero de 2018, y con referencia SSF-2018-0009, en el marco de la Ley de Acceso a la Información Pública (LAIP), sobre lo siguiente:
“solicito copia (digital) de la normativa interna depositada por el Banco Promérica, en lo relativo a la clasificación de personas calificadas como PEP, y los documentos en que conste la recepción por parte de la SSF y su aprobación por el ente regulador, De la misma manera solicito copia (digital) de los documentos en que conste la revisión u aprobación del contenido de la normativa interna del ente regulado que involucre la clasificación y tratamiento de personas calificadas como PEP”.
Sobre la información solicitada

Recibida y analizada la solicitud de información y los requerimientos que contiene, la suscrita Oficial de Información, en el marco de las funciones que le establece el artículo 50 de la LAIP y a efecto de emitir la resolución a que hace referencia el artículo 72 de dicha ley; realizó la gestión correspondiente, obteniéndose como resultado las siguientes consideraciones:
Los documentos de control interno de los entes regulados (como es el caso de Banco Promérica) son aprobados por la Junta Directiva de cada entidad, no se requiere la aprobación del ente regulador, quien únicamente puede requerir sus modificaciones con base a lo establecido en el Art. 7 del Instructivo de la Unidad de Investigación Financiera Para la Prevención del Lavado de Dinero y de Activos de la Fiscalía General de la República (UIF/FGR). 

Al respecto, en materia de prevención de lavado de dinero, los entes regulados y el ente regulador o supervisor, están obligados al cumplimiento del marco legal en esta materia; en ese contexto, en acatamiento de las disposiciones normativas correspondientes, toda la información y documentación relacionada a los controles internos implementados en la materia por los sujetos obligados son confidenciales, con base a las siguientes disposiciones legales:

Ley Contra el Lavado de Dinero y de Activos:

“Art. 22.- Toda la información que se obtenga en la investigación del delito del lavado de dinero y de activos será confidencial, salvo que sea requerida conforme a la Ley, en la investigación de otro delito”.

  Reglamento de la Ley Contra el Lavado de Dinero y de Activos:

“Art. 4.- Las Instituciones, para la aplicación y funcionamiento de la Ley, deberán: (…)
Guardar confidencialidad de toda información transmitida o requerida de conformidad con la Ley y este Reglamento, de manera que no podrán divulgarla a ninguna persona, incluso a los usuarios o clientes investigados, salvo por orden de un juez competente o del Fiscal General de la República”.

“Art. 10.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra J) del Art. 4, la información obtenida en investigaciones del delito de lavado de dinero y de activos es confidencial, y únicamente podrá ser proporcionada a las autoridades competentes cuando éstas lo soliciten, de conformidad con la ley, para la investigación de otro delito.

La divulgación de tal información en contravención a lo dispuesto en el inciso anterior, sin perjuicio de las responsabilidades penales que correspondan, se sancionará administrativamente por la autoridad respectiva”.

En ese mismo orden, la Ley de Supervisión y Regulación del Sistema Financiero, establece en su primer inciso:
“Art. 33. La información recabada por la Superintendencia será confidencial y solo podrá ser dada a conocer al Banco Central, al Comité de Apelaciones del Sistema Financiero regulado por esta Ley, al Instituto de Garantía de Depósitos, a la Corte de Cuentas de la República en la fiscalización de fondos públicos, a la Fiscalía General de la República, a las autoridades judiciales cuando así corresponda, a la Corte Suprema de Justicia y a otras instituciones, cuando de forma expresa lo autorice la ley. 

Tales disposiciones son asimismo congruentes con lo establecido en el artículo 24, literales b. y d. de la Ley de Acceso a la Información Pública (LAIP), que señalan: 

“Información confidencial 

Art. 24.-Es información confidencial: (…)
b. La entregada con tal carácter por los particulares a los entes obligados, siempre que por la naturaleza de la información tengan el derecho a restringir su divulgación (…)
d. Los secretos profesional, comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otro considerado como tal por una disposición legal”. 


Como consideraciones adicionales, se expone que: 

1. La restricción al acceso a la información confidencial es confirmada por la LAIP en su artículo 26, que expresa “Tendrán acceso a información confidencial y reservada las autoridades competentes en el marco de sus atribuciones legales”, y 

2. La normativa en mención establece la responsabilidad por el no acatamiento de las disposiciones de resguardo de la información al señalar en su artículo 28 que “Los funcionarios que divulguen información reservada o confidencial responderán conforme a las sanciones que esta u otras leyes establezcan; de la misma forma, responderán las personas que a sabiendas del carácter reservado o confidencial divulgaren dicha información”. 
Por tanto, con base en las ideas anteriores y las disposiciones legales previamente citadas, la suscrita Oficial de Información de la Superintendencia del Sistema Financiero emite la siguiente:
Resolución:

1. Denegar el acceso a la información solicitada por constituir información confidencial en el marco de las siguientes disposiciones:

-Artículo 22 de la Ley contra el Lavado de Dinero y de Activos.

-Artículos 4 y 10 del Reglamento de la Ley contra el Lavado de Dinero y de Activos.

-Artículo 33 de la Ley de Supervisión y Regulación del Sistema Financiero.

-Artículos 24 y 26 de la Ley de Acceso a la Información Pública.

2. Comunicar al solicitante la presente resolución a la dirección electrónica xxxxxxxxxxxxxxxxxxx 
 proporcionada en la solicitud de información. 
Sin otro particular,
NOTIFÍQUESE
ORIGINAL FIRMADA POR OFICIAL DE INFORMACION
Carmine Olga Portillo Silva

Oficial de Información

Superintendencia del Sistema Financiero
Resolución UAIP.SSF-2018/0009
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